
//MA, 4 de junio de 2019. 

Habiéndose reunido en Acuerdo los señores Jueces del Superior Tribunal de Justicia de la 

Provincia de Río Negro, doctores Liliana L. PICCININI, Sergio M. BAROTTO, Ricardo A. 

APCARIÁN, Enrique J. MANSILLA y Adriana C. ZARATIEGUI, con la presencia de la señora 

Secretaria subrogante doctora Silvana MUCCI, para el tratamiento de los autos caratulados: 

"CARLINO, YANINA ANDREA C/ OSDE S/ AMPARO S/ APELACION" (Expte. N° 30264/19-STJ-), 

deliberaron sobre la temática del fallo a dictar, de lo que da fe la Actuaria. Se transcriben a 

continuación los votos emitidos, conforme al orden del sorteo previamente practicado. 

VOTACIÓN 

La señora Jueza doctora Liliana L. PICCININI dijo: 

ANTECEDENTES DE LA CAUSA 

Llegan las presentes actuaciones en virtud del recurso de apelación interpuesto a fs. 82 y vta. 

por el apoderado de la Organización de Servicios Directos Empresarios -OSDE-, Dr. Rodrigo E. 

Scianca, con el patrocinio letrado de los doctores Sebastián G. Dinamarca y Edgardo N. Albrieu, 

contra la sentencia obrante a fs. 72/77 dictada por la Dra. Verónica Hernández, a cargo del 

Juzgado Civil, Comercial, de Minería y Sucesiones N° 9 con sede en la ciudad de General Roca, 

que hizo lugar parcialmente a la acción de amparo promovida por la Sra. Yanina Andrea Carlino 

en representación de su hijo L. y ordenó -en cuanto aquí interesa- a OSDE dar la inmediata 

cobertura del 100% del tratamiento por déficit de crecimiento del niño, debiendo proveer el 

suplemento alimenticio Pediasure x 237MI y las inyecciones de acetato de Hiptorema 

"decapeptyl 11.25 Mg" de manera inmediata.  

Para decidir de ese modo, la magistrada destacó que el presente caso necesita un tratamiento 

especial, teniendo en consideración que se invoca el derecho a la salud y debe analizarse 

dentro del marco de la ley 26.061, que privilegia el "interés superior del niño", tendiente a la 

máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías allí reconocidos. 

Observó que si bien la medicación específica y necesaria para el presente caso no se encuentra 

expresamente incluida en el Plan Médico Obligatorio (PMO), ha de valorarse su cobertura, ya 

que la ciencia médica avanza con mayor rapidez que la norma jurídica.  

En ese sentido, expresó que la sola falta de inclusión en el PMO no permite denegar la 

cobertura, máxime si se trata de un menor y la prescripción estuviere fundada médicamente 

(cf. CSJN Fallos 326:4931). 

La magistrada consideró lo dicho por la médica de cabecera a fs. 48, donde manifiesta la 

patología del niño y funda la necesidad del tratamiento.  

Sostuvo que si bien el cuestionamiento de la requerida se ajusta a lo contractual debe 

considerarse lo establecido jurisprudencialmente sobre el PMO, lo indicado y fundamentado 

por el médico tratante, el derecho que se encuentra comprometido, lo establecido por la ley 

26061, la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del niño y demás tratados 

de rango constitucional a fin de que el niño pueda gozar plenamente del derecho que le 

corresponde; todo ello sin perjuicio de la acción de repetición que le pudiera corresponder en 

caso de considerarse con derecho.  

Al fundar el recurso de apelación a fs. 84/92 alega que no existió ni existe conducta alguna por 

parte de su representada que afecte garantías constitucionales, en particular el derecho a la 

salud de L. 

Manifiesta que puso a disposición de la actora las prestaciones obligatorias de las Resoluciones 

MS 201/02 y 304/04 con los alcances allí fijados, y que la actora no acreditó la necesidad de 



una extensión de cobertura en los términos del anexo II de la Res. 201/02 en su caso. 

Expresa además que la sentencia es arbitraria, toda vez que no constituye una derivación 

razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias del caso. 

Sostiene que la magistrada constató la ausencia de conducta arbitraria o ilegal de la requerida, 

y no obstante ello habilitó el tratamiento de la cuestión bajo el argumento de que el presente 

caso necesita un tratamiento especial. 

Agrega que el decisorio es manifiestamente parcial y contrario a la letra del art. 163 del CPCC. 

Concluye que el derecho a una mayor o menor tutela judicial efectiva no debe relevar a una de 

las partes de la carga probatoria; solicitando se deje sin efecto la sentencia dictada.  

Al contestar el traslado conferido a fs. 98/101, el letrado patrocinante de la amparista, Dr. 

Gustavo A. Torres, manifiesta que no existe en el memorial de agravios de la demandada una 

crítica concreta y razonada del fallo, sino que solo se limita a señalar la improcedencia de la 

acción de amparo, lo que ya hizo en su primera presentación. 

Sostiene que la lesión al derecho a la salud es actual y grave, tal como surge de los informes 

emitidos por la médica tratante, quien afirma que la interrupción del tratamiento genera 

consecuencias irreversibles para L. 

Agrega que OSDE tampoco hizo esfuerzos para garantizar el derecho a la salud del niño 

limitándose a señalar, en nota fechada el 16 de octubre de 2018 que cumplía con la normativa 

vigente conforme lo establecido en el PMO, sin reparar en las consecuencias que su obrar 

podía generar. 

Destaca que el fallo se ajusta a las pruebas rendidas, se encuentra debidamente fundado y por 

ello solicita el rechazo del recurso. 

A fs. 106/108 vta. el Defensor General Dr. Ariel Alice entiende que lo resuelto por la Sra. Jueza 

del amparo resulta acorde al corpus iuris de Derechos Humanos y a la doctrina legal de este 

Superior Tribunal de Justicia, solicitando se confirme la sentencia impugnada. 

Considera que surge de autos la necesidad imperiosa respecto a la provisión del suplemento 

alimenticio PEDIASURE x 237MI y las inyecciones de hipotermia decapeptyl 11.25 Mg -indicado 

por su médica tratante a fs. 47/48-, a fin de promover progresivamente su crecimiento físico y 

emocional, y su desarrollo integral. 

Esgrime que no brindar -en el caso- una cobertura inmediata del tratamiento implica negarle la 

posibilidad de recibir la alimentación y asistencia necesaria para su crecimiento y desarrollo, lo 

cual atenta contra los derechos humanos que lo protegen, y lo dicho por este Superior Tribunal 

de Justicia al sostener que ...la Convención sobre los Derechos del Niño eleva el "interés 

superior" de los menores de edad al rango de principio rector de todas las decisiones de las 

autoridades públicas (cf. Corte Suprema, Fallos 318:1269; 22:2701; 323:2388; 324:112, entre 

muchos otros, citados en STJRNS4 Se. 79/16 "PRUDENCIO"). 

Concluye que el actuar de OSDE constituye un accionar manifiestamente arbitrario, que 

lesiona y restringe los derechos humanos que tiene L. y solicita se rechace el recurso 

impetrado. 

DICTAMEN DE LA PROCURACIÓN GENERAL 

A fs. 110/113 vta. el Sr. Procurador General Jorge Oscar Crespo dictamina que corresponde 

rechazar el recurso de apelación impetrado, toda vez que no consigue demostrar el hipotético 

desacierto en que habría incurrido la sentenciante al receptar en lo pertinente la acción 

incoada. 

Sostiene que los alegatos formulados por OSDE no pasan de ser meras discrepancias en 



relación a la vía escogida por la amparista, sin tener en consideración que la interrupción del 

tratamiento médico indicado pone en grave peligro la salud y la vida del niño, 

correspondiendo una urgente y necesaria atención para garantizar su desarrollo y crecimiento. 

Agrega que la decisión judicial ha sido efectuada realizando un análisis integral de la cuestión 

fáctica del caso, con singular referencia a la documentación e informes agregados. 

Considera que la magistrada ha aplicado correctamente la doctrina de este cuerpo que 

sostiene que en conflictos de esta naturaleza -entre el médico tratante y la entidad prestadora 

de salud-, corresponde priorizar lo que el médico tratante evalúa. 

Observa que el temperamento judicial adoptado tuvo como principio rector la calidad de vida 

del pequeño paciente. Concluye que las prestaciones mencionadas en el PMO intentan 

conformar un sistema taxativo que no ha recibido mayores actualizaciones en los últimos años, 

por lo cual su aplicación no puede ser concebida como un límite cuya rigidez no permita otra 

solución, puesto que el mismo no puede derivar en una afectación del derecho a la vida y a la 

salud de las personas. 

ANÁLISIS Y SOLUCIÓN DEL CASO 

Puestas a analizar las presentes actuaciones, adelanto que el recurso interpuesto no tiene 

chances de prosperar, puesto que los argumentos allí vertidos no pasan de ser meras 

discrepancias de orden subjetivo con el fallo que se ataca, y no logran conmover sus 

fundamentos. 

Es preciso recordar una vez más que pesa sobre el apelante la carga de efectuar una crítica 

concreta y razonada de las partes del fallo recurrido que estima equivocadas, exigencia que se 

cumple mediante la indicación detallada de los errores, omisiones y demás deficiencias que 

pudiera reprochar al pronunciamiento recurrido, así como también la refutación de las 

conclusiones de hecho y de derecho en que fundó la jueza de amparo su decisión (cf. STJRNS4 

Se. 36/14 "MENDEZ", Se. 16/16 "DA SILVA", entre otros); circunstancias éstas que no se 

reúnen en autos. 

En relación al agravio relativo a la improcedencia de la vía de amparo, este Cuerpo ha 

expresado que el mismo es procedente cuando se advierta de modo manifiesto la ilegitimidad 

de una restricción cualquiera a alguno de los derechos esenciales de las personas reconocidos 

por el texto constitucional, así como el daño grave e irreparable que se causaría remitiendo el 

examen de la cuestión a otros procedimientos ordinarios, ya sean administrativos o judiciales; 

la actualidad del daño y la urgencia de su reparación por esta vía, se desprende de la misma 

naturaleza del bien afectado y las constancias de la causa (cf. STJRNS4 Se. 28/17 "BERGER"). 

Surge de autos, sin haberse controvertido, que L. es un niño de 11 años, diagnosticado con 

déficit de hormona de crecimiento, bajo peso y talla, y en virtud de ello tiene prescripto por su 

médica un tratamiento complementario con "Pediasure x 237Ml." para optimizar su ingesta 

calórica e inyecciones de acetato de hiptorema "decapeptyl 11.25 Mg.". Requerida que fuera 

la cobertura de los medicamentos en un 100% a la empresa de medicina prepaga, ésta alega 

que solo está obligada a cubrir el 40% en función de las prescripciones del PMO. A todo 

evento, expresa además que la amparista debió demostrar la necesidad de extender la 

cobertura. 

Debe recordarse que en lo que respecta a la salud y la vida de las personas, las entidades de 

medicina prepaga no deben ampararse en interpretaciones restrictivas de las normas 

destinadas a reglamentar este derecho. Por otro lado, a las prestaciones que puede brindar la 

demandada, debe sumársele la posibilidad de contemplar aquellas situaciones que no han sido 



aún incluidas ya por imprecisión del legislador o por la falta de políticas de Estado. (STJRNS4 

Se. 147/13 "VALLEJOS"). 

Es dable recordar que el programa médico obligatorio (PMO) fue concebido como un régimen 

mínimo de prestaciones que las obras sociales deben garantizar (piso prestacional), que no 

puede derivar en una afectación del derecho a la vida y a la salud de las personas (primer 

derecho de la persona garantizado por la Constitución Nacional y tratados internacionales), 

valor fundamental respecto del cual los restantes valores tienen siempre carácter instrumental 

(CSJ Fallos 323:3229 y 324:3569). 

El Programa Médico Obligatorio, esto es, la prestación mínima que todas las entidades 

prestadoras de servicios de salud - públicas o privadas- deben cumplir, no es una norma 

cerrada o rígida, ya que la ley 23661 dispone en su artículo 28 la obligación de actualizar 

periódicamente el mismo (STJRNS4 Se. 126/13 "CASTRO", Se. 147/13 "VALLEJOS", Se. 4/15 

"LEPPERT"). 

El Programa Médico Obligatorio establece un régimen mínimo de prestaciones que las Obras 

Sociales deben garantizar. Ello es así, conforme a la Resolución 201/02 que dispone que los 

agentes del seguro de la salud podrán ampliar la cobertura e incluir otros medicamentos de 

acuerdo a las necesidades de sus beneficiarios y financiamiento; y la Resolución 310/04, en 

cuanto destaca la necesidad de actualizar las prestaciones incluidas en el PMO, ante los 

cambios producidos en el sector salud (STJRNS4 Se. 25/10 "ALTAMIRANO", Se. 4/15 

"LEPPERT").  

En función de lo expuesto, la circunstancia que el medicamento no se encuentre cubierto en su 

totalidad dentro de los listados en el PMO, no resulta un obstáculo para que proceda su 

cobertura.  

En autos la recurrente no objeta el diagnóstico ni el tratamiento dispuesto por el galeno; 

tampoco cuestiona la urgencia del caso sino que tan solo se agravia por el porcentaje de 

cobertura (cf. STJRNS4 Se. 28/17 "BERGER"). 

Este Superior Tribunal de Justicia ha dicho que es procedente la acción de amparo promovida 

contra una empresa de medicina prepaga a fin de que provea a un afiliado la cobertura del 

medicamento que necesita para tratar la enfermedad que padece, pues si bien entre los 

medicamentos indicados en el Plan Médico Obligatorio no se encuentra la droga reclamada, la 

obligación de la accionada no puede limitarse a dicha lista, desde que la finalidad perseguida 

por dicho plan es otorgar una amplia cobertura de los medicamentos de baja incidencia y alto 

costo, y el art. 28 de la ley 23.661 previó su actualización periódica de conformidad con el 

avance tecnológico de la ciencia (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial 

Federal, sala III 04/09/2007 Vieyra Spangenberg, Jorge Antonio José c. CEMIC, y STJRNS4 Se. 

25/10 "ALTAMIRANO"). 

Tampoco se advierte la arbitrariedad achacada al fallo por la requerida, toda vez que dichos 

planteos sólo contienen una discrepancia subjetiva respecto a la interpretación de los alcances 

de las normas en cuestión. El recurrente insiste en esta instancia con aspectos que ya han sido 

tratados en la sentencia de amparo, la que se encuentra acabadamente fundada en la 

protección consagrada al derecho a la vida y a la salud por el artículo 59 de la Constitución 

Provincial. 

Nótese además, que la jueza ponderó adecuadamente el amplio plexo normativo que 

privilegia al interés superior del niño L., su derecho a la salud, a desarrollarse y gozar de una 

integración plena en la vida social (arts. 33, 43 y 75, inc. 22 de la Const. Nac.; 14, 33, 43 y 59 de 



la Const. Provincial; 5.1. y 19 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos; art. 12 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 3 y 24 la Convención 

sobre los Derechos del Niño; la Observación General Nº 15/2013 del Comité de los Derechos 

del Niño de las Naciones Unidas; la Observación General N° 14 del Comité del Pacto de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Ley Nacional N° 26061 y la Ley provincial D N° 

4109).  

Asimismo tuvo en consideración el certificado médico de fs. 48, emitido por la pediatra y 

endocrinóloga infantil Dra. María Florencia Kuspiel, donde funda la necesidad de tratamiento 

del niño L. por su antecedente de bajo peso al nacer y restricción de crecimiento intrauterino, 

requiriendo la medicación allí prescripta para garantizar un crecimiento óptimo según su carril 

genético. 

En tal sentido, este Tribunal ha señalado que el médico tratante es el especialista en quien el 

enfermo ha confiado ese control de calidad, es el llamado a determinar el mismo y qué 

periodicidad necesita su paciente de acuerdo a la patología que padece. En conflictos de esta 

naturaleza corresponde priorizar lo que el médico tratante evalúa con relación a la 

confiabilidad de lo que indica a fin de optimizar la calidad de vida de quien ha depositado su 

confianza (cf. STJRNS4 Se. 10/15 "RIMOLI", Se. 42/15 "SCHWERTER"), a lo que agrego que de 

las constancias de autos no surge que la empresa de medicina prepaga recurrente haya 

arrimado argumentos científicos o probanza alguna que demuestren que aquella prescripción 

médica resulte errónea o injustificada.  

En casos como el de autos resulta necesario tener como principio rector la calidad de vida del 

paciente. Las personas tienen el derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud física y 

mental, no pudiendo negarse al actor el acceso al tratamiento aconsejado por su médico 

tratante (cf. STJRNS4 Se. 125/16 "PEREZ"). 

En el orden expuesto y ante la entidad de las consideraciones expuestas por los médicos 

tratantes y la falta de prueba científica en contra por parte de la requerida, no corresponde 

contraponer manifestaciones de neto contenido contractual, por lo que no cabe de modo 

alguno priorizar un mero interés comercial o mercantilista por sobre el derecho a la salud de 

un niño (cf. STJRNS4 Se. 38/18 "TRONCOSO"); sujeto de derecho que goza de plus protectivo 

por su condición de persona humana en desarrollo destinataria de derechos constitucionales 

operativos que ameritan acciones positivas, tanto de las obras sociales estatales como de las 

privadas. 

Vale destacar que existe amplitud normativa de rango constitucional y tratados 

internacionales con la misma jerarquía (art. 75 inc. 22), legislación nacional (ley 26061) y 

provincial (ley D nº 4109), delimitando el plus protectivo resultante al interés superior del niño 

y los adolescentes (cf. STJRNS4 Se. 171/17 "SANCHEZ").  

Es dable insistir que la Convención sobre los Derechos del Niño eleva el "interés superior" de 

los infantes al rango de principio rector de todas las decisiones de las autoridades públicas (cf. 

Corte Suprema, Fallos 318:1269; 22:2701; 323:2388; 324:112, entre muchos otros), en 

consecuencia, debe privilegiarse el derecho a la salud del niño. 

Por todo lo expuesto, corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto a fs. 84/92. 

Con costas, por resultar el recurrente el perdidoso (art. 68 CPCC).  

ASÍ VOTO. 

El señor Juez doctor Sergio M. BAROTTO dijo: 

Adhiero a la solución propuesta por la señora Jueza del voto ponente.  



ASÍ VOTO. 

El señor Juez doctor Ricardo A. APCARIÁN dijo: 

Adelanto mi coincidencia con la decisión adoptada en los votos que me preceden, por los 

fundamentos allí desarrollados y los que a continuación señalo. 

Cabe recordar que por Resolución N° 939/00 del entonces Ministerio de Salud, se aprobó el 

Programa Médico Obligatorio (PMO), que fue ampliado por Resolución N° 201/02 para 

permitir incorporar a aquel, las prestaciones básicas esenciales a las que comprendía la 

emergencia sanitaria declarada en el año 2002 (convalidada actualmente por la resolución 

1991/2005 del Ministerio de Salud, https://www.sssalud.gob.ar/normativas). 

El PMO es un programa que contiene el conjunto de prestaciones médicas a las que tiene 

derecho todo beneficiario de la seguridad social (y todo asociado de la medicina prepaga); es 

decir, constituye el conjunto de prestaciones médicas obligatorias como piso mínimo. 

El contenido prestacional que comprende al mencionado programa se ha ido ampliando y 

ensanchando de manera significativa a partir del dictado de leyes que incorporaron o 

incluyeron determinada prestación, no prevista reglamentariamente en el consignado 

programa (http://www.salud.gob.ar/dels/entradas/programa-medico-obligatorio). A su vez, el 

PMO es de carácter obligatorio para los Agentes del Seguro de Salud, comprendidos en las 

leyes Nº 23.660 y Nº 23.661 (Actualización Normativa Nº 1/2002 - S.S.SALUD 5). 

A su turno, se dispuso por intermedio de la ley 24.754 que las entidades de medicina prepaga 

también debían otorgar a sus asociados "Idéntica Cobertura Mínima Obligatoria" que las 

brindadas por los agentes del seguro de salud a sus afiliados. 

Con la sanción de la ley 26.682 -que estableció el nuevo marco jurídico de la medicina prepaga- 

se reiteró la obligatoriedad de estas empresas de brindar a sus asociados el piso mínimo 

prestacional constituido por el PMO (art. 7). 

Producidos nuevos cambios en el sector salud, se hizo necesaria la actualización y modificación 

de las prestaciones comprendidas, lo que se llevó a cabo a través de la Resolución N° 310/04. 

Fue precisamente esta última la que incorporó la hormona de crecimiento a través de su 

Anexo I, consignando que estará bajo la Administración de Programas Especiales (APE), cuyo 

principal objetivo es asegurar a todos los beneficiarios del sistema del seguro de salud el 

acceso a prestaciones de alto impacto económico. 

A ello cabe agregar que la patología en cuestión forma parte de las enfermedades poco 

frecuentes y anomalías congénitas.  

Sobre el particular, la ley 26.689 de Promoción del Cuidado Integral de la Salud de los Personas 

con Enfermedades Poco Frecuentes (EPF), establece en su art. 6, que las obras sociales 

enmarcadas en las leyes 23.660 y 23.661(...) las entidades de medicina prepaga (...) así como 

también todos aquellos agentes que brinden servicios médicos asistenciales a sus afiliados 

independientemente de la figura jurídica que posean, deben brindar cobertura asistencial a las 

personas con EPF, incluyendo como mínimo las prestaciones que determine la autoridad de 

aplicación. 

Asimismo se dispuso la Creación del Programa Nacional de Enfermedades Poco Frecuentes y 

Anomalías Congénitas por Resolución 2329/2014 MS cuyo art. 2 determina que a los fines de 

cumplir los objetivos expuestos en los considerandos, el Programa debía desarrollar una serie 

de acciones, entre ellas, el inc) m enumera la de garantizar el acceso a tratamiento con 

hormona de crecimiento a todas las personas que lo requieran conforme a lo establecido por 

el Anexo I de la presente Resolución Ministerial y que posean cobertura pública exclusiva. 



Este Programa especial fue creado para dar cobertura a nivel nacional, a niños de escasos 

recursos y sin obra social o prepaga, con el objetivo de fortalecer el acceso oportuno e 

igualitario al tratamiento para aquellas personas que no presentan otra forma de acceso a la 

hormona de crecimiento y reúne los objetivos y actividades de varios programas entre ellos los 

referidos al área de Enfermedades Poco Frecuentes y Asistencia con Hormona de Crecimiento.  

La provincia de Río Negro por su parte adhirió a la ley 26.689 a través de la ley n° 5.066. 

Es así que al marco normativo antes referido, se suma de manera prioritaria y fundamental el 

hecho de que los niños tienen garantizada la cobertura de los tratamientos que requieran para 

su salud.  

La ley 26.061 -Protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes- fue 

declarada de orden público, y privilegia el "interés superior del niño", es decir, la obtención de 

"la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta 

ley" (art. 1°), entre los que se encuentra el derecho a la salud. En este sentido, el art. 14 

determina que: "...Los Organismos del Estado deben garantizar: a) El acceso a servicios de 

salud, respetando las pautas familiares y culturales reconocidas por la familia y la comunidad a 

la que pertenecen siempre que no constituyan peligro para su vida e integridad; b) Programas 

de asistencia integral, rehabilitación e integración; (...) Las niñas, niños y adolescentes tienen 

derecho a la atención integral de su salud, a recibir la asistencia médica necesaria y a acceder 

en igualdad de oportunidades a los servicios y acciones de prevención, promoción, 

información, protección, diagnóstico precoz, tratamiento oportuno y recuperación de la 

salud". 

La salud como valor y derecho humano fundamental encuentra reconocimiento y protección 

en diversos instrumentos comunitarios e internacionales, que gozan de jerarquía 

constitucional en virtud de lo preceptuado por el art. 75 ap. 22 de la Constitución Nacional, 

entre los que cabe mencionar la Declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU de 

1948, arts. 3 y 25 inc. Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

arts. 10 inc. 3 y 12; Convención Americana de Derechos Humanos, arts. 4, 5 y 2; Convención 

sobre los Derechos del Niño, arts. 2.1; 3.1 y 2; 4, lra parte y 24 inc. 1, entre otros. El derecho a 

la vida es el primer derecho natural de la persona humana, preexistente a toda legislación 

positiva, y que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional y las leyes y que 

el derecho a la salud, que no es un derecho teórico sino que debe ser examinado en estrecho 

contacto con los problemas que emergen de la realidad social, penetra inevitablemente tanto 

en las relaciones privadas como en las semipúblicas. 

Expuesto lo anterior, surge de autos sin haberse controvertido, que L. es un niño de 11 años, 

diagnosticado con déficit de hormona de crecimiento, bajo peso y talla; y en virtud de ello 

tiene prescripto por su médica un tratamiento complementario con "Pediasure x 237Ml." para 

optimizar su ingesta calórica e inyecciones de acetato de triptorelina "decapeptyl 11.25 Mg.". 

Requerida que fuera la cobertura de los medicamentos en un 100% a la empresa de medicina 

prepaga, ésta alega que solo está obligada a cubrir el 40% en función de las prescripciones del 

PMO.  

En base a los específicos términos de la prescripción de la médica tratante a fs. 48, la provisión 

del medicamento -en los términos requeridos por la amparista- evitará el agravamiento de la 

enfermedad que padece, retardo de crecimiento, sumado a la urgencia que el caso reviste, 

requiriéndose una respuesta rápida y oportuna que evite consentir alegaciones dilatorias, 

frustrantes del derecho a la salud del amparista. 



El certificado médico de fs. 48, emitido por la pediatra y endocrinóloga infantil Dra. María 

Florencia Kuspiel, donde funda la necesidad de tratamiento del niño L. por su antecedente de 

bajo peso al nacer y restricción de crecimiento intrauterino sin recuperación post-natal, 

requiriendo la medicación allí prescripta para garantizar un crecimiento óptimo según su carril 

genético. 

Resulta oportuno advertir que el normal crecimiento físico de L. se encuentra en juego y que el 

no cumplimiento del tratamiento completo irá en detrimento de su talla final de manera 

considerable (fs. 48). 

Estos extremos no fueron desconocidos por la recurrente, por lo que resulta un hecho ya no 

controvertido que se encuentra debidamente acreditada la necesidad del tratamiento, según 

lo señalado por el certificado médico antes citado. 

Teniendo en cuenta las constancias de la causa, a la luz de las pautas indicadas, surge que 

ninguna de las razones invocadas por la demandada resultan suficientes para revocar el 

decisorio impugnado. Si bien argumenta que no se halla obligado a brindar la cobertura del 

100% del medicamento requerido en virtud de que el mismo no se encuentra incluido en el 

listado de medicamentos del PMO, lo cierto es que consiste en una enumeración no taxativa 

de la cobertura mínima que los beneficiarios están en condiciones de exigir.  

La validez constitucional del programa está sujeta a que las prácticas allí previstas -aunque 

reservadas en su diseño y extensión a los otros poderes del estado y no al judicial- otorguen 

una efectiva protección al derecho a la salud.  

Cierto es que la amparista no ha acreditado en autos la imposibilidad de afrontar el co-seguro 

requerido, empero en el contexto normativo descripto, sumado a las especiales características 

de la patología que padece el niño (ya descriptas precedentemente), la exigencia del pago de 

la diferencia de costos de los medicamentos configura una situación que pone en riesgo su 

salud y vulnera el derecho constitucional y convencional a su protección. Sumado a ello, la 

denegatoria de la cobertura integral de la medicación resulta violatoria también del principio 

de igualdad ante la ley (art. 16 CN) en tanto implica un trato discriminatorio hacia niños que se 

encuentren fuera del programa EPF con idéntica patología.  

En definitiva, ante las diversas posturas referidas al porcentaje real que le cabe reconocer a la 

requerida, entiendo en el caso particular de autos corresponde adoptar una interpretación 

extensiva y no restrictiva en cuanto al alcance de las prestaciones que deben ser cubiertas; es 

decir, se debe optar por una respuesta jurisdiccional que le garantice al niño un crecimiento 

óptimo según su carril genético, y sin vulnerar derechos que gozan del mayor estándar de 

protección constitucional. 

El señor Juez doctor Enrique J. MANSILLA y la señora Jueza doctora Adriana C. ZARATIEGUI, 

dijeron: 

Atento la coincidencia entre los señores jueces preopinantes, nos abstenemos de emitir 

opinión (art. 38 L.O.).  

ASI VOTAMOS. 

Por ello: 

EL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA 

R E S U E L V E: 

Primero: Rechazar el recurso de apelación interpuesto a fs. 84/92 contra la sentencia obrante 

a fs. 72/77 dictada por la Dra. Verónica Hernández, a cargo del Juzgado Civil, Comercial, de 

Minería y Sucesiones N° 9 con sede en la ciudad de General Roca. Con costas, por resultar el 



recurrente el perdidoso (art. 68 CPCC). 

Segundo: Regular los honorarios profesionales del doctor Gustavo A. Torres en el 30% y los de 

los doctores Rodrigo E. Scianca, Sebastián G. Dinamarca y Edgardo N. Albrieu en forma 

conjunta, en el 25%, ambos porcentajes a calcular sobre los emolumentos regulados en 1ra. 

Instancia (art. 15 Ley G 2212). 

Tercero: Registrar, notificar y oportunamente, devolver al Tribunal de origen. 

Firmado digitalmente APCARIÁN - BAROTTO - MANSILLA - PICCININI - ZARATIEGUI 

 

En igual fecha ha sido firmado digitalmente el instrumento que antecede en los términos y 

alcances de la Ley Nac. 25.506 y Ley A. 3997, Res. 398/05 y Ac. 12/18-STJ. CONSTE. 

Fdo.: SILVANA MUCCI SECRETARIA SUBROGANTE SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

 

 


